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PRESENTACIÓN
LA OBRA, LOS AUTORES Y LA EDITORIAL

LA OBRA

Desde el año 1993 en que la Editorial CIVITAS S.A. publicara “Comentarios a la Ley 
de Procedimiento Laboral” (Montero Aroca, Iglesias Cabero, Marín Correa y Sampe-
dro del Corral), ha transcurrido demasiado tiempo para que la Editorial COLEX S.L., 
dejara de considerar la necesidad de publicar un manual de contenido más práctico 
que ontológico, sobre los problemas que plantea la puesta en práctica de la LRJS. Las 
modificaciones en materia sustantiva y adjetiva que ha publicado el BOE en ese tiempo 
no han sido pocas y que. por el momento, han culminado con la entrada en vigor de 
la Ley 36/2011, de 10 de octubre, aconsejan la puesta a disposición de los lectores de 
este trabajo.

He recibido el encargo de la Editorial COLEX, que desde aquí agradezco, de coordi-
nar una obra que ponga al día los comentarios, anotaciones y disposiciones normati-
vas publicadas con posterioridad al año 2011.

Es la materia laboral muy sensible a la puesta en práctica de las políticas de los par-
tidos gobernantes, que en períodos electorales prometen reformas de calado en este 
terreno, para satisfacer las aspiraciones de ciertos expertos en cuestiones procesales, 
y esto es precisamente lo que han propiciado las reformas y contrarreformas de mu-
chos aspectos de las relaciones laborales.

Todos estos movimientos del legislativo y del ejecutivo, más frecuentes de lo acon-
sejable, han alejado del terreno doctrinal la vieja polémica de posiciones tan encontra-
das como la de Savigny y la de Frederich J. Thibaut, sobre las ventajas e inconvenien-
tes de la codificación de cuerpos normativos, de mayor o menor ámbito de aplicación. 
La vieja aspiración del legislador español de codificar, o al menos refundir las normas 
laborales en un solo cuerpo legislativo, se remonta al año 1980, en que la disposición 
adicional tercera de la Ley 8/1980 ordenaba al Gobierno que actuara en lo necesario 
para recoger “en un texto único denominado Código de Trabajo, las distintas leyes 
orgánicas y ordinarias que, junto con la presente, regulen las materias laborales, or-
denándolas en títulos separados, uno por ley, con numeración correlativa, respetando 
íntegramente su texto literal. Asimismo se incorporarán sucesiva y periódicamente a 
dicho Código de Trabajo todas las disposiciones generales laborales mediante el pro-
cedimiento que se fije por Gobierno en cuanto a la técnica de incorporación, según el 
rango de las normas incorporadas”.

Ese mismo mandato se reiteró en la disposición adicional 8ª del Real Decreto Legis-
lativo 1/1995, con un texto de total coincidencia con la disposición adicional tercera de 
la Ley 8/1980; y de nuevo se reproduce, en idénticos términos, el mandato al Gobierno 
en la disposición adicional 8ª del Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre del 
ET. La experiencia y los fracasos de muchos años han pesado en el ánimo del legislador 
para omitir en nuevo texto de la LRJS un mandato de igual traza que los anteriores, 
bien porque la codificación de las normas laborales le parece una labor de difícil puesta 
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en práctica, bien por el hastío que le produce la contumacia de los sucesivos Gobiernos 
en la desatención a los repetidos mandatos del legislador. En el Estatuto de los Trabaja-
dores Comentado, publicado por la Editorial COLEX S.L. en el año 2018, afirmábamos 
que la norma (se refiere a la que contiene el mandato al Gobierno) es contradictoria 
porque se refiere a un “Código de Trabajo”, para explicar seguidamente que de lo que 
se trata es más bien de una compilación en la que un texto único agrupe las distintas 
leyes que regulan las materias laborales. Los inconvenientes que en su momento apun-
taron los críticos al considerar que la codificación supone la parálisis de le evolución 
y desarrollo del Derecho, se hace más patente en una disciplina que experimenta una 
reforma de calado cada año, como mínimo.

Abandonado aquel sistema, el legislador viene publicando cuerpos normativos para 
cada parcela del Derecho del Trabajo, procurando siempre que el procedimiento proce-
sal laboral atienda en cada momento a la necesidad de cubrir sin demora la necesidad 
de pacificar con premura los conflictos jurídicos. Esa misma necesidad que reclama 
soluciones urgentes de pacificación cobra un mayor relieve en algunos conflictos in-
dividuales, como los despidos, y colectivos, como los expedientes de regulación de 
empleo, modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, fijación de la fecha 
del disfrute de las vacaciones, etc.

Al margen de la polémica sobre la naturaleza del proceso laboral, bien se le pueda 
considerar de carácter autónomo o simplemente de un proceso civil especial, en cuyo 
debate no vamos a entrar aquí; sí cabe afirmar que, en su configuración actual, es 
particularmente respetuoso con los principios de tutela judicial efectiva y de seguri-
dad jurídica. Paulatinamente se ha ido liberando de algunas servidumbres que siguen 
acosando al proceso civil, como la relevante inmediatez del juez en algunas fases del 
proceso, la demora en la solución de los litigios y el superior coste económico que re-
presenta para los litigantes. La acogida de los profesionales del Derecho (abogados y 
graduados sociales) que operan en esta parcela jurídica es elocuente y no han objetado 
críticas fundadas a la propia configuración del procedimiento laboral.

La reforma de 2011 es de mayor calado que las precedentes, y así se afirma en el 
preámbulo de la Ley 36/2011, poniendo especial acento en la ampliación de la compe-
tencia del orden de la jurisdicción social, al que se atribuye el conocimiento de aquellas 
materias que, de forma directa o por esencial conexión, pueden calificarse como so-
ciales, para unificar de manera clara y concisa las fronteras que separan al orden juris-
diccional social con los de lo contencioso-administrativo y civil, para el conocimiento 
de los conflictos y pretensiones que se susciten en materia laboral, de seguridad social 
y sindical.

Se pone término así a la vieja discordia que desde hace algunos años se venía sus-
citando entre los órdenes civil y social (Salas Primera y Cuarta del Tribunal Supremo), 
para el conocimiento de las pretensiones suscitadas para resarcir los daños y perjui-
cios causados por las contingencias profesionales. Se concentran ahora en el orden 
social todas las cuestiones litigiosas originas por los accidentes de trabajo, que hasta 
ahora obligaban a los efectos a acudir necesariamente a distintos juzgados y tribunales 
(civiles y sociales) para lograr la tutela judicial efectiva, no solo en lo que se refiere a 
la responsabilidad reconocida en materia de seguridad social y prevención de riesgos 
laborales, sino también para la satisfacción de otras responsabilidades marginales. 
Otro tanto cabe decir de las pretensiones sobre derechos fundamentales y libertades 
públicas de empresarios y trabajadores en el ámbito de las relaciones de trabajo.

El legislador se hace eco también de la doctrina proclamada por el TC en su senten-
cia 250/2007, de 17 de diciembre, en cuanto extiende la competencia del orden social 
a los litigios que afecten a terceros sujetos causantes de la vulneración de derechos 
fundamentales, considerando que también puede ser sujeto activo del acoso el traba-
jador de una tercera empresa.
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La línea divisoria entre la competencia de los órdenes social y contencioso-admi-
nistrativo es ahora más nítida; se asignan al orden social las cuestiones relativas a la 
valoración, reconocimiento y calificación del grado de discapacidad, en relación con lo 
que dispone la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de protección de la autonomía perso-
nal y atención a las personas en situación de dependencia; y lo mismo sucede con la 
impugnación de los actos administrativos, singulares y colectivos, en materia laboral 
y de seguridad social y, en especial, de las resoluciones contractuales colectivas por 
causas objetivas (ERES).

Sin ánimo de agotar el alcance de la reforma, sí cabe destacar el efecto que se 
atribuye a las sentencias recaídas en procesos de conflictos colectivos, “reforzando la 
eficacia real de las sentencias recaídas en este tipo de procesos, que podrá ir más allá 
de la mera interpretación o declaración con eficacia general dela nulidad o validez de 
normas convencionales o prácticas empresariales, para comprender la ejecución indi-
vidualizada de los pronunciamientos susceptibles de tal determinación”, en cita textual 
del preámbulo de la Ley.

Era de todo punto necesario regular las consecuencias derivadas de la aplicación de 
la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, y lo mismo cabe afir-
mar respecto de la aplicación de la Ley Concursal 22/2003, de 9 de julio, deficiencias 
que ahora quedan salvadas.

En propio nombre y en el de todo el equipo que ha redactado la obra, queremos 
dedicar nuestro trabajo a los Abogados laboralistas y a los Graduados sociales que 
tengan la curiosidad de conocer su contenido.

LOS AUTORES

De la Editorial COLEX S.L. recibí el encargo de seleccionar un equipo que se com-
prometiera a elaborar un manual, de fácil manejo y eminentemente práctico, como 
instrumento de utilidad para los profesionales del Derecho del Trabajo, decisión que 
agradezco, superando las dificultades que el empeño entraña.

El trabajo se ha distribuido, entre los autores, de la siguiente manera:

•	 Manuel Iglesias Cabero, Magistrado de la Sala Cuarta de los Social del TS, 
jubilado, como coordinador de los trabajos, ha redactado la nota de presen-
tación, y lo que corresponde a las disposiciones adicionales, disposiciones 
transitorias, disposición derogatoria y disposiciones finales.

•	 María Lourdes Arastey Sahún, Magistrada de la Sala Cuarta de lo Social del 
TS, ha redactado los comentarios a los artículos 1 a 101, ambos inclusive.

•	 Nieves Corte Heredero, Letrada del Tribunal Constitucional y Profesora Titu-
lar de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Com-
plutense de Madrid, se ha encargado de los comentarios a los artículos 102 
a 204.

•	 María Luisa Segoviano Astaburuaga, Magistrada de la Sala Cuarta de lo 
Social del Tribunal Supremo, comenta los artículos 205 a 305.

Las tres autoras de los comentarios a la parte principal de la obra encarnan la expe-
riencia de anteriores publicaciones y la contribución de sus conocimientos y experien-
cia en la Magistratura del Alto Tribunal y en la docencia universitaria, al mayor éxito de 
los profesionales. El equipo es de un prestigio contrastado.

LA EDITORIAL

COLEX S.L. ha asumido la labor de informar a sus lectores a través de publicaciones 
y documentos sobre temas de Derecho del Trabajo y de otras materias y, a tal efecto, 
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ha publicado una gran variedad de códigos comentados, entre los que destacaría al-
gunos de ellos: Ley de Jurisdicción Contencioso-administrativa, Ley de Enjuiciamien-
to Civil, Código Civil, Código Penal, Ley de Enjuiciamiento Criminal y Estatuto de los 
Trabajadores, además de la Ley de Propiedad Horizontal, en formato y estilo de fácil 
manejo y eminentemente prácticos, con concordancias, comentarios y abundante ju-
risprudencia y doctrina judicial. Por el momento, esta Ley 36/2011 es la que cierra ese 
círculo de un movimiento que pretende actualizar y poner al día las novedades que 
esperan los profesionales para resolver sus dudas.

A pesar de que ya ha transcurrido algún tiempo desde que se publicó el texto legal 
vigente, y con la experiencia que su puesta en práctica aporta, y vista la tendencias de 
los altos Tribunales al aplicar sus reglas, parece llegado el momento de poner a dispo-
sición de los lectores el Derecho del Trabajo vivo.

Manuel Iglesias Cabero 
Magistrado de la Sala Cuarta del TS (j).
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–BOE núm. 245, de 11 de octubre de 2011–

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente ley.

PREÁMBULO

I

El ordenamiento laboral regula un ámbito fundamental de las relaciones socia-
les, esencial para el desarrollo económico y el bienestar de la sociedad. La natu-
raleza singular de las relaciones laborales y sus específicas necesidades de tutela 
explican y justifican la especial configuración de la tradicionalmente conocida 
como rama social del Derecho. La articulación de las relaciones laborales a partir 
de desiguales posiciones negociadoras influidas por el contexto socioeconómico, 
la multiplicidad de formas en las que se sustancian esas relaciones o la impor-
tancia de la negociación colectiva constituyen peculiaridades sobresalientes con 
trascendencia en el terreno normativo, tanto sustantivo como procesal.

La configuración de los mecanismos de solución de los conflictos y reclamacio-
nes en el ámbito laboral, en particular la determinación de las reglas específicas 
de procedimiento, integran esa especialidad del Derecho del Trabajo, reconocida 
en nuestro país desde antiguo, a través de las normas de procedimiento laboral, 
caracterizadas por su agilidad, flexibilidad y capacidad de adaptación, y también 
por posibilitar una más rápida y eficaz resolución de conflictos, así como por las 
amplias potestades del juez o tribunal de dirección del proceso y la proximidad 
e inmediación de aquéllos respecto de las partes y del objeto litigioso, normas 
que han inspirado en uno u otro grado la mayoría de las reformas procesales 
adoptadas en otros órdenes jurisdiccionales a partir de la Constitución. La nueva 
Ley reguladora de la jurisdicción social desarrolla los mandatos constitucionales 
de tutela judicial efectiva y de seguridad jurídica para reforzarlos y adaptarlos a 
las particularidades de esta esfera del derecho. Toda disposición ritual está estre-
chamente vinculada con el derecho fundamental recogido en el artículo 24 de la 
Constitución Española. Su aplicación efectiva en el orden jurisdiccional laboral es 
la razón de ser de esta Ley.

En definitiva, la norma aspira tanto a ofrecer una mayor y mejor protección 
a los trabajadores y a los beneficiarios de la Seguridad Social, fortaleciendo 
la tutela judicial en un espacio vertebrador de la vida social y económica. Al 
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La Editorial Colex ha considerado la necesidad de publicar un manual de 
contenido más práctico que ontológico sobre los problemas que plantea la 
puesta en práctica de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la 
Jurisdicción Social. Las modificaciones en materia sustantiva y adjetiva que 
ha sufrido desde su publicación en 2011, aconsejan la puesta a disposición 
de los lectores de este trabajo.

Magistrada de la Sala 4.ª, de lo Social, del Tribunal Supremo
MARÍA LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA

Letrada del Tribunal Constitucional
Profesora Titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la 
Universidad Complutense de Madrid

NIEVES CORTE HEREDERO

Magistrada de la Sala 4.ª, de lo Social, del Tribunal Supremo
MARÍA LOURDES ARASTEY SAHÚN

Magistrado de la Sala 4.ª, de lo Social, del Tribunal Supremo (jubilado)
MANUEL IGLESIAS CABERO


